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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO DE COMUNICACIÓN

PEDIDO DE INFORME

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe sobre los siguientes puntos:

1.- Si actualmente se encuentra vacante el cargo de Juez de Ejecución Penal en la Unidad Penitenciaria Modelo nro. 1 sita en la ciudad de Coronda y por que motivo.

2.- En su caso, desde que tiempo hace que no se ha cubierto dicha vacancia, y por que motivo.

3.- Cual fue el último funcionario judicial actuante,  hasta que fecha trabajó en dicha unidad penitenciaria, y si actualmente se encuentra en funciones en otras dependencias de la administración pública.

4.- Quien está supliendo actualmente las funciones que debe desempeñar el Juez de Ejecución Penal tales como por ejemplo el control del cumplimiento de las penas, del acceso al régimen de libertad condicional y salidas transitorias y los recursos que puedan presentar los internos.

5.- Cuales son los parámetros legales en que se basan los responsables del área Conducta y Concepto para denegar salidas transitorias y el acceso al régimen de libertad condicional.

6.- Desde que fecha se vienen desempeñando en dicha área los funcionarios actuante, y en su caso, si se les ha iniciado en alguna oportunidad sumario administrativo por incumplimiento de sus deberes.

FUNDAMENTOS.

Sr. Presidente:

                         Es de público y notorio el hecho de que nuestra Provincia atraviesa desde hace años una onda sensación de inseguridad y de violencia ciudadana que se ve reflejada en parte con los motines y desmanes que se repiten casi mensualmente en las penitenciarias de nuestra provincia. Que, por otra parte, dentro del marco de aplicación de la ley 24.460 se ha establecido una regulación para el cumplimiento de la pena de aquellos ciudadanos que han cometidos delitos y que deban cumplir penas efectivas privativas de libertad. Que en tal sentido esta normativa de orden nacional – a la cual nuestra Provincia ha adherido mediante ley nro. 11.661- dispuso que dentro de cada unidad penitenciaria debe cumplir funciones un magistrado judicial denominado Juez de Ejecución Penal, quien será competente para entender en una serie de cuestiones vinculadas al tratamiento penitenciario estando entre las más relevantes el control del cumplimiento de las penas, el de acceso a salidas transitorias de aquellos internos que cumplan determinadas condiciones, del acceso a la libertad condicional y fundamentalmente al control de los tratados de derechos humanos de jerarquía constitucional a partir de su inserción en la ley suprema a partir de la Reforma de 1994. En este particular los artículos 3 y 4 de la ley nacional prescriben:

 Artículo 3. “La ejecución de la pena privativa de libertad, en todas sus modalidades, estará sometida al permanente control judicial. El juez de ejecución o juez competente garantizará el cumplimiento de las normas constitucionales, los tratados internacionales ratificados por la República Argentina y los derechos de los condenados no afectados por la condena o por la ley.”

Artículo 4. Será de competencia judicial durante la ejecución de la pena:

a) Resolver las cuestiones que se susciten cuando se considere vulnerado alguno de los derechos del condenado;

b) Autorizar todo egreso del condenado del ámbito de la administración penitenciaria.

                        Que como es usual en nuestra sociedad, las disposiciones de la ley han quedado en letra muerta y hoy nos encontramos que en el principal establecimiento penitenciario de nuestra provincia (en cuanto a la cantidad de internos que alberga que son aproximadamente 1500 y en cuanto a la capacidad estructural con la que cuenta) se halla ausente desde casi dos años, el debido contralor judicial para una serie de actos de trámite judicial, como de carácter administrativo penitenciario y principalmente de seguimiento del respeto de derechos y garantía esenciales para todos los ciudadanos – especialmente para aquellos que se hallan circunstancialmente presos.   

Que esta situación hace que no se puedan cumplir con imperativos legales taxativamente dispuestos, así por ejemplo con lo que reza el Art.- 208.  “El juez de ejecución o juez competente verificará, por lo menos semestralmente, si el tratamiento de los condenados y la organización de los establecimientos de ejecución se ajusta a las prescripciones de esta ley y de los reglamentos que en su consecuencia dicte el Poder Ejecutivo. Las observaciones y recomendaciones que resulten de esas inspecciones serán comunicadas al ministerio competente.” Que, fruto de esta desidia se perjudica esencialmente a la población carcelaria – que obviamente no vota – y se descuida un factor importante a tener en cuenta para disminuir la sensación de inseguridad cual es que una adecuada política penitenciaria podría disminuir el nivel de reincidencia de los condenados (que actualmente según estadísticas oficiales oscila en un 95 % de los internos), cometiéndose por ende una menor cantidad de delitos.Que, debe tenerse en consideración que Coronda por su propia ubicación territorial debe contar con un juez de Ejecución Penal en atención que no puede acudirse a aquellos jueces competentes que puedan estar cumpliendo funciones en la ciudad de Santa Fe, que de por sí están superados materialmente para abordar sus propias responsabilidades en su Distrito judicial como para estar dando respuesta en tiempo y forma a las demandas y necesidades de los internos de la Cárcel de Coronda.

Que ha sido difundido públicamente que una de las causas de la explosión periódica de motines de la población carcelaria ha sido la ausencia de un contralor judicial del régimen penitenciario. Así, por ejemplo: El responsable de la Pastoral Penitenciaria de la Arquidiócesis de Santa Fe, el sacerdote Gabriel Carrón, pronosticó que habrá más violencia en el futuro. "Lo que ha pasado en Coronda son cosas que van a seguir pasando mientras la cárcel siga como está". Y alentó a crear estructuras distintas porque no pueden existir penales que tengan 1.600 presos, con un solo director "que frente de tanta gente sin conocer a las personas que dependen de él", estimó. (nota del 27/12/2003)Reunión de presos de la Unidad I con el director del Servicio Penitenciario 
Nuevo pedido por un juez en Coronda.

El Juzgado de Ejecución Penal está vacante desde hace 23 meses. Denuncian a una psicóloga y a un alcaide.
Los delegados de los presos de Coronda pidieron ayer al director del Servicio Penitenciario de la provincia, Fernando Rosúa, que se realicen gestiones para designar con rapidez al titular del Juzgado de Ejecución Penal de esa cárcel, que se encuentra vacante desde hace veintitrés meses.
Según informaron voceros de la Coordinadora de Trabajo Carcelario (CTC), el pedido formó parte de un petitorio que presentaron los reclusos, que además solicitaron el desplazamiento de dos empleados del Servicio Penitenciario. 


El petitorio fue entregado en el curso de una reunión mantenida en Coronda, de la que participaron Rosúa, el alcalde Eduardo Leclerq, director de la Unidad I, representantes de la Secretaría de Derechos Humanos de la provincia, la Pastoral Penitenciaria y la Coordinadora de Trabajo Carcelario y los delegados de los doce pabellones del penal.

La demanda para que se cubra el Juzgado de Ejecución Penal encabezó la lista de pedidos. Se trata de un reclamo antiguo de los presos, por el que incluso realizaron medidas de fuerza pacíficas. "Rosúa dijo que hay un llamado a concurso para elegir al ocupante de ese cargo", señalaron voceros de la CTC. 



Además, los presos pidieron que "sean separados de sus funciones e investigados a través de un sumario administrativos" la psicóloga Carmen Rosso y el alcaide Daniel Mansilla.
Rosso es la jefa del Grupo de Tratamiento y Calificación. Los presos fundamentaron su pedido "por considerar que viene actuando con total arbitrariedad en el momento de evaluar y determinar la conducta y el concepto, haciendo del Grupo de Tratamiento y Calificación una estructura neutralizadora de las recompensas otorgadas por la ley 24.660 en lo que hace a la resocialización de los internos".

En cuanto a Mansilla, se encuentra acusado en la investigación del homicidio del preso Diego Sequeira, ocurrido en la cárcel de Las Flores. "Genera profunda desconfianza y malestar que cumpla funciones", señalaron los presos, que por otra parte manifestaron su acuerdo con el traslado del oficial Giordano. Según testimonios de detenidos, el empleado del SP habría adoptado actitudes provocadoras en medio de un motín e incluso alentado a la propagación de los incidentes. 


Asimismo los presos pidieron el mejoramiento de la asistencia médica en general, que se concedan las conmutaciones de penas del mes de diciembre pasado y se cumpla con la ley 24.660.


También reclamaron que se extienda una hora el horario de las visitas, por las demoradas registradas en el ingreso de sus familiares, que se cumpla con los menúes establecidos y se incorpore una asesoría jurídica compuesta por abogados pasantes o internos idóneos.

Los presos y el director del SP convinieron en volver a reunirse en un mes, para evaluar las respuestas a los pedidos planteados.

Con el petitorio los presos incluyeron una carta de los internos de los pabellones 10 y 12, considerados de máxima peligrosidad. "Estamos alejados de toda la población. No tenemos trabajo, escuela ni patio, sin olvidar que somos maltratados en la requisa. No tenemos agua en las celdas, la comida es muy poca y de lo peor. En vez de ser humano pasamos a ser muertos en vida. El que está aquí está condenado a volver a delinquir cuando recupere su libertad. Suplicamos un cambio de régimen", detallaron los reclusos, quienes están permanentemente encerrados.
Que, por todo lo antedicho, solicito de mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.
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